
  

  
 

 
  

 

 

 

 

 

 

La distribución del ingreso en cuatro dimensiones: Un marco 

estructural para la justicia social, territorial, generacional y de 

género (Parte II) 

3. La dimensión social: capital y trabajo 

 

La distribución funcional del ingreso, esto es, la proporción del producto 

nacional que corresponde al trabajo y al capital, constituye la expresión 

más antigua y persistente del conflicto distributivo en la economía política. 

En su formulación clásica, este eje remite a la tensión entre quienes 

aportan su fuerza laboral y quienes controlan los medios de producción. 

Pero en la economía global contemporánea, esta división adopta nuevas 

formas mediadas por la tecnología, la globalización financiera y la 

transformación institucional del trabajo. 

 

La evidencia acumulada desde la década de 1980 muestra una tendencia 

generalizada a la reducción de la participación del trabajo en el ingreso 

nacional, fenómeno documentado por Karabarbounis y Neiman (2014), 

Piketty (2014) y el FMI (2017). En promedio, la participación laboral cayó 

cerca de diez puntos porcentuales en las economías de la OCDE entre 1980 

y 2020, pasando del 65% al 55%. Este descenso no responde a un único 

factor, sino a una convergencia de procesos tecnológicos, comerciales e 

institucionales que han alterado la relación de poder entre capital y trabajo. 

 

3.1. La transformación global: productividad, tecnología y el 

desacople salarial 

 

La transformación global de la estructura productiva ha generado un 

fenómeno central para entender la desigualdad funcional contemporánea: 

el desacople entre productividad y salario real (Stiglitz, 2012; Autor et al., 

2020). Desde mediados de los años 80, los aumentos de productividad ya 

no se traducen en incrementos proporcionales de remuneraciones, lo que 

rompe el principio histórico del fordismo según el cual los trabajadores 

debían participar del progreso técnico. 

 

Una de las causas principales es la tecnología, que posibilitó la 

descentralización geográfica del proceso industrial. El cambio tecnológico 

sesgado hacia el capital, particularmente la automatización de tareas 

rutinarias, ha reducido la demanda de trabajo medio y poco calificado, 

mientras que la apertura comercial y la liberalización de los flujos 

financieros junto a las cadenas globales de valor permiten fragmentar la 

producción e instalar etapas intensivas en trabajo donde los salarios son 

más bajos. Esto generó una igualación a la baja de los salarios reales a 

escala mundial, empujando a los países industrializados a un estancamiento 

salarial relativo y a los países periféricos a una competencia regresiva 

basada en costos laborales. 

 
___________________ 
 
1 Economista de la Universidad de Chile. Ex ministro de Estado en las carteras de Agricultura y 
Secretaría General de Gobierno. 
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El resultado es doble: una compresión del poder de negociación del trabajo y una expansión de las rentas 

del capital. Barkai (2020) y De Loecker et al. (2020) demuestran que el aumento de la concentración 

empresarial en los sectores de alta tecnología y servicios financieros explica una parte sustantiva del 

crecimiento de las ganancias de capital en las últimas décadas. Las grandes corporaciones globales han 

capturado rentas de monopolio sostenidas por propiedad intelectual, economías de red y arbitraje fiscal, 

mientras la movilidad del trabajo sigue restringida por fronteras y legislación nacional. Esta asimetría en la 

movilidad del capital y del trabajo ha permitido que el capital puede desplazarse entre jurisdicciones en 

busca de menores impuestos o costos laborales; el trabajo, en cambio, continúa mayormente atrapado 

dentro de las fronteras nacionales. Esta brecha crea una relación desigual de poder: el capital móvil 

condiciona políticas públicas, mientras el trabajo inmóvil queda expuesto. 

 

Finalmente, el cuestionamiento ideológico a la intervención estatal a partir de los años 80, bajo la narrativa 

del “Estado mínimo” y la eficiencia del mercado, debilitó los mecanismos públicos que equilibraban la 

distribución del ingreso. La desregulación no eliminó el poder económico; lo institucionalizó: consolidó la 

capacidad de los actores dominantes para apropiarse de una proporción creciente del excedente, sin que 

existieran contrapesos democráticos equivalentes. 

 

La literatura reciente sugiere que el declive de la participación laboral no se debe tanto a un cambio 

“natural” en la tecnología o la productividad, sino a un desequilibrio institucional en las reglas del juego. 

Los sistemas fiscales menos progresivos, la erosión sindical y la desregulación del mercado laboral han 

consolidado una transferencia sistemática de ingreso hacia el capital (Stiglitz, 2019; IMF, 2017). En 

palabras de Milanović (2016), la desigualdad contemporánea se explica menos por la competencia que por 

la capacidad de ciertos grupos para institucionalizar su poder económico. 

 

3.2. El fin del consenso distributivo de la posguerra 

 

El equilibrio social logrado por el Estado de Bienestar en las décadas posteriores a la Segunda Guerra 

Mundial se sostenía en tres pilares: (i) la intermediación estatal en la negociación entre capital y trabajo; 

(ii) la tributación progresiva; y (iii) la estabilidad de un modelo productivo nacional protegido. 

 

Ese equilibrio comenzó a erosionarse por tres fuerzas simultáneas: 

 

La globalización financiera, que redujo la autonomía de los Estados y disciplinó a los gobiernos mediante la 

amenaza permanente de fuga de capitales. 

 

La descentralización de la producción industrial, que quebró la base territorial sobre la cual se sustentaba el 

pacto fordista. 

 

La pérdida del rol del Estado como equilibrador de fuerzas sociales, debido tanto al clima ideológico 

neoliberal como a la reducción deliberada de su capacidad regulatoria y redistributiva. 

 

El resultado fue la desarticulación del consenso distributivo de la posguerra. La relación entre productividad 

y salarios dejó de ser estable, la negociación colectiva perdió cobertura y el capital financiero adquirió una 
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influencia directa en la toma de decisiones. En este proceso, el Estado pasó de ser un árbitro entre partes a 

convertirse en una institución condicionada por el poder económico global. 

 

3.3. América Latina: una desigualdad funcional persistente 

 

En América Latina, la desigualdad funcional adopta un carácter estructural, vinculado a la especialización 

productiva y a la debilidad institucional del trabajo. Desde los años noventa, la participación de los salarios 

en el PIB se mantiene entre 40% y 45%, significativamente por debajo del promedio de la OCDE (CEPAL, 

2022). La recuperación económica de la primera década del siglo XXI redujo parcialmente la desigualdad 

interpersonal, pero sin alterar la estructura funcional subyacente: el excedente siguió concentrado en los 

sectores de capital intensivo, como minería, energía y finanzas (Ocampo y Martínez, 2019). 

 

En Argentina, la inflación se convirtió durante décadas en un instrumento de redistribución regresiva del 

ingreso. Debido a que los sectores de menores ingresos no pueden indexar sus salarios ni proteger sus 

ahorros, la inflación erosiona más rápidamente su poder adquisitivo. El impuesto inflacionario actúa, así 

como un mecanismo que transfiere recursos desde quienes mantienen saldos monetarios hacia quienes 

pueden fijar precios o proteger su capital. 

 

La informalidad laboral, que afecta en promedio al 50% de la fuerza de trabajo regional, actúa como una 

“válvula de escape” que amortigua tensiones sociales, pero perpetúa un sesgo regresivo en la distribución 

funcional (Tokman, 2020). En la práctica, los trabajadores informales participan del ingreso nacional con 

menor productividad, sin protección social y con baja capacidad de negociación, lo que reduce la masa 

salarial efectiva. La combinación de inflación e informalidad agrava la desigualdad funcional y consolida un 

modelo regresivo de distribución del ingreso. 

 

Además, la región presenta una alta concentración del capital en pocos conglomerados económico-

financieros. El 10% superior de los hogares latinoamericanos posee en promedio el 77% de la riqueza neta, 

frente al 50% en la media de la OCDE (World Inequality Database, 2023). Este patrón refuerza el carácter 

rentista de la acumulación: las utilidades financieras, inmobiliarias y extractivas tienden a concentrarse en 

los deciles más altos, mientras el trabajo no capitalizado pierde participación. 

 

Chile y Argentina ilustran dos trayectorias diferenciadas pero convergentes. En Chile, la participación 

laboral se redujo de 53% del PIB en 2000 a 48% en 2022, con fuerte heterogeneidad sectorial: los 

sectores financieros e inmobiliarios concentran más del 60% de las rentas del capital (Banco Central de 

Chile, 2023). En Argentina, pese a una mayor densidad sindical y un salario mínimo históricamente más 

alto, la participación de los asalariados cayó de 52% en 2016 a 43,8% en 2022 (INDEC, 2023), reflejando 

la inestabilidad macroeconómica y la pérdida de poder real del salario frente a la inflación y la 

concentración empresarial. 

 

Estos datos confirman que, aun en contextos de crecimiento o de políticas redistributivas, la estructura de 

poder entre capital y trabajo permanece desequilibrada. La desigualdad funcional opera como un 

determinante de la desigualdad personal, territorial y generacional, porque condiciona la base de ingresos 

de los hogares y el margen fiscal de los Estados para políticas sociales y ambientales. 
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3.4. Desigualdad funcional, productividad y captura institucional 

 

Una línea emergente de la literatura (Bassanini y Manfredi, 2014; Furceri y Loungani, 2018) destaca que el 

descenso en la participación laboral no responde a una dinámica “natural” de eficiencia, sino a una captura 

institucional del progreso técnico y de las rentas de productividad. En la medida en que la productividad 

total de los factores (PTF) aumenta, pero sus beneficios se canalizan hacia la rentabilidad del capital y no 

hacia los salarios, el crecimiento se vuelve socialmente ineficiente. 

 

Este concepto de crecimiento socialmente insuficiente resulta clave para comprender la desigualdad 

funcional contemporánea. No toda expansión económica genera movilidad social o mejora en la distribución 

del ingreso. De hecho, gran parte del crecimiento reciente ha sido poco inclusivo, concentrando los 

beneficios en los sectores de alta rentabilidad, en los conglomerados económicos consolidados y en las 

regiones más dinámicas. La evidencia muestra que puede existir crecimiento con estancamiento salarial, 

crecimiento con dualidad laboral, crecimiento con concentración patrimonial, y crecimiento con degradación 

ambiental. 

 

La productividad laboral en América Latina ha crecido a un ritmo anual de apenas 0,7% desde 2000, frente 

al 1,4% de la OCDE (CEPAL, 2022). Pero incluso en los sectores más dinámicos, como minería, 

agroindustria o servicios financieros, el incremento del valor agregado no se ha traducido en mejores 

salarios. Este “desacople” refleja el poder asimétrico en la fijación de precios y en la apropiación del 

excedente. 

 

La teoría de la predistribución (Hacker, 2011; Ostry et al., 2019) propone que la clave para corregir esta 

tendencia no es solo redistribuir ex post, sino alterar las reglas de generación primaria del ingreso, 

fortaleciendo las instituciones laborales, la competencia en los mercados de capital y los sistemas fiscales 

progresivos. En otras palabras, reducir la desigualdad funcional exige modificar la arquitectura institucional 

que define la distribución inicial del valor. 

 

El crecimiento socialmente insuficiente revela que el conflicto distributivo no está resuelto por la expansión 

económica. Sin instituciones que garanticen que la productividad se traduzca en salarios, derechos y 

oportunidades, el crecimiento económico puede incluso profundizar la desigualdad funcional. 

 

3.5. Hacia un nuevo contrato social entre capital y trabajo 

 

El retorno del conflicto distributivo al debate público, impulsado por la pandemia de COVID-19 y por la 

aceleración tecnológica, ha revalorizado el papel del Estado como mediador del pacto social. La 

recuperación pospandemia mostró que, sin intervención pública, la participación laboral tiende a caer 

incluso en fases de expansión (OCDE, 2023). 

 

En América Latina, el debate sobre un nuevo contrato social (CEPAL, 2022) apunta a equilibrar eficiencia y 

equidad mediante tres líneas de acción: 

 

 Fortalecer la negociación colectiva y la representación laboral, ampliando la cobertura a sectores no 

tradicionales y de servicios. 
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 Modernizar la política salarial y fiscal, vinculando el salario mínimo al crecimiento de la productividad y 

gravando de forma equitativa las rentas del capital financiero e inmobiliario. 

 Promover la formalización laboral y la protección social universal, reduciendo la brecha entre empleo 

formal e informal. 

 

En economías de la OCDE, experiencias como el Kurzarbeit alemán o la negociación sectorial escandinava 

demuestran que la coordinación institucional entre Estado, empresas y sindicatos puede mantener estable 

la participación laboral sin sacrificar competitividad (Streeck, 2016; Hall y Soskice, 2001). América Latina 

carece de ese entramado coordinado, pero la crisis actual ofrece la oportunidad de avanzar hacia un 

equilibrio más virtuoso entre capital y trabajo. 

 

La dimensión social de la distribución del ingreso, por tanto, no puede ser abordada únicamente con 

herramientas redistributivas, sino con un replanteamiento integral de las instituciones de generación del 

valor. La desigualdad funcional es el punto de partida del sistema de transferencias que articula las otras 

dos dimensiones (espacial y generacional): la concentración del capital refuerza el centralismo territorial y 

condiciona los incentivos ambientales de largo plazo. 

 

4. La dimensión espacial: centro y periferia 

 

La desigualdad no se distribuye solo entre personas o clases sociales, sino también entre lugares. La 

dimensión espacial de la distribución del ingreso aborda las disparidades territoriales en la generación y 

apropiación de riqueza, y constituye uno de los pilares de la economía política del desarrollo. En su 

formulación contemporánea, la cuestión centro–periferia combina la herencia del estructuralismo 

latinoamericano con los aportes de la nueva geografía económica y las teorías de la aglomeración. El 

espacio, más que un escenario neutral, es una estructura de poder que condiciona quiénes se benefician 

del crecimiento económico y quiénes quedan rezagados. 

 

La dimensión espacial de la desigualdad implica comprender que la brecha territorial no se corrige 

únicamente mediante transferencias económicas. En este caso, existen dos redistribuciones distintas y 

complementarias: 

 

 La redistribución de los ingresos, guiada por criterios de eficiencia económica y equidad fiscal; 

 La redistribución de las actividades productivas, que depende sobre todo de decisiones políticas, 

estratégicas y de planificación estatal. 

 

Ambas redistribuciones están vinculadas, pero responden a lógicas diferentes: la primera ópera dentro del 

sistema económico vigente, mientras que la segunda redefine la geografía productiva del país. Así como 

existen concentraciones de servicios y actividades que son necesarias y generan economías de 

aglomeración (clústeres tecnológicos, polos universitarios, centros financieros) también existen 

concentraciones que producen deseconomías externas, congestión, deterioro ambiental y pérdida de 

cohesión territorial. Así, la desigualdad espacial constituye un continuo que va de la escala global a la 

escala local (Prebisch, 1950; Rodríguez-Pose, 2018). 
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La desigualdad espacial, por tanto, no es solo una brecha geográfica, sino una estructura organizativa de la 

economía que condiciona oportunidades, movilidad y bienestar. 

 

4.1. Antecedentes teóricos: del estructuralismo a la geografía económica 

 

La reflexión sobre la desigualdad espacial tiene raíces en la obra de Raúl Prebisch (1950), quien 

conceptualizó el sistema internacional como una jerarquía productiva entre centros industriales y periferias 

primario-exportadoras. Según Prebisch, los países periféricos experimentan un deterioro de los términos de 

intercambio porque exportan bienes de bajo valor agregado e importan bienes manufacturados sujetos a 

progreso técnico. Este patrón implica una transferencia sistemática de excedentes hacia el centro, que 

capta las ganancias del cambio tecnológico y de la productividad global. 

 

Su tesis del deterioro de los términos del intercambio buscaba demostrar que no se cumplían las profecías 

de los economistas clásicos sobre la convergencia del comercio internacional. Mientras la economía clásica 

suponía que la especialización según ventajas comparativas conduciría a una asignación óptima de recursos 

y al bienestar mutuo, ellos buscaban insistían en que la división internacional del trabajo consolidaba un 

patrón asimétrico: los países industriales del centro captaban el progreso técnico y el valor agregado, 

mientras los países periféricos quedaban atrapados en exportaciones primarias de bajo dinamismo. 

 

Décadas más tarde, la nueva geografía económica (Krugman, 1991; Fujita et al., 1999) retomó parte de 

esta intuición, aunque desde un enfoque de equilibrio general. Los modelos de Krugman mostraron que el 

crecimiento tiende a concentrarse en determinados polos debido a rendimientos crecientes, economías de 

aglomeración y costos de transporte decrecientes. Si bien estos procesos pueden generar eficiencia, 

también profundizan la desigualdad territorial: una vez que se forma un “centro”, las fuerzas de atracción 

superan los efectos de difusión, consolidando un patrón de concentración espacial del ingreso. 

 

La perspectiva más reciente, influenciada por la obra de Rodríguez-Pose (2018), introduce un enfoque 

político: las desigualdades territoriales no son un subproducto inevitable del crecimiento, sino el resultado 

de decisiones institucionales centralistas. Las políticas de inversión pública, educación e innovación tienden 

a concentrarse donde ya existe infraestructura y capital humano, reforzando la ventaja acumulativa de las 

regiones prósperas. Este “sesgo metropolitano” es una constante tanto en países desarrollados como en 

desarrollo. 

 

4.2. Evidencia comparada: la geografía del ingreso y las brechas regionales 

 

La distribución territorial del ingreso presenta patrones persistentes a escala global. En la OCDE, el ingreso 

per cápita de las regiones más ricas duplica, en promedio, al de las más pobres dentro del mismo país, y la 

brecha ha aumentado desde 2008 (OECD, 2023). En la Unión Europea, el coeficiente de variación regional 

del PIB per cápita se redujo lentamente entre 1995 y 2010, pero volvió a ampliarse tras la crisis financiera 

y la pandemia (Eurostat, 2023). Rodríguez-Pose (2018) interpreta este fenómeno como la “venganza de 

los lugares que no importan”: regiones estancadas que expresan su malestar mediante voto anti-

establishment o movimientos separatistas. 
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En América Latina, las disparidades territoriales son aún más profundas y estructurales. De acuerdo con la 

CEPAL (2022), las regiones de mayor ingreso per cápita en cada país latinoamericano multiplican por tres o 

más las de menor ingreso. En Chile, la región Metropolitana genera el 47% del PIB nacional, mientras que 

las regiones extremas —como Aysén o Arica y Parinacota— representan menos del 2% cada una (Banco 

Central de Chile, 2023). En Argentina, el Área Metropolitana de Buenos Aires (AMBA) concentra más del 

50% del PIB, frente a provincias como Formosa o Santiago del Estero, cuyo PIB per cápita es apenas una 

quinta parte del porteño (INDEC, 2023). 

 

Además, en América Latina se produce una doble desigualdad espacial: 

 

 Desigualdad externa: entre países integrados al mercado mundial (generalmente productores de 

bienes de alto valor agregado) y países cuya inserción es básicamente primaria o extractiva. 

 Desigualdad interna: entre el área central —la metrópoli que concentra decisiones, servicios avanzados 

y oportunidades— y el área marginal del país, cuya dotación de infraestructura y capacidades 

productivas es sistemáticamente inferior. 

 

Estas brechas se reflejan en indicadores sociales y de infraestructura: acceso a educación terciaria, 

conectividad digital, servicios de salud y transporte público. El lugar de nacimiento condiciona el horizonte 

de movilidad social tanto como el nivel de ingresos familiares. Como señala Rodríguez-Pose (2020), el 

territorio funciona como “una variable oculta de la desigualdad” que intermedia todas las demás. 

 

Las economías avanzadas han desplegado instrumentos de política de cohesión territorial, como los fondos 

estructurales de la Unión Europea o las políticas regionales del Reino Unido y Alemania. Sin embargo, su 

efectividad ha sido limitada para revertir la concentración productiva. En América Latina, donde la 

descentralización suele ser fiscalmente débil, el problema es más agudo: las regiones periféricas dependen 

del presupuesto central sin contar con autonomía ni capacidad de inversión (Ocampo y Martínez, 2019). 

 

4.3. Mecanismos estructurales de la desigualdad espacial 

 

Tres mecanismos explican la persistencia del patrón centro–periferia tanto a nivel global como nacional: 

 

 Concentración del capital físico y financiero: la inversión privada se localiza donde existen mercados 

grandes, infraestructura y redes logísticas. Las metrópolis atraen más capital por su densidad de 

consumo y servicios, generando rendimientos crecientes que dejan a las regiones rezagadas atrapadas 

en un círculo de baja inversión y productividad (Henderson et al., 2020). 

 Concentración del capital humano y tecnológico: las universidades, centros de innovación y empresas 

tecnológicas se aglomeran en áreas metropolitanas. Esta concentración produce efectos de derrame 

local, pero aumenta la brecha en formación y productividad con las regiones periféricas (Florida, 2005; 

Rodríguez-Pose, 2020). La fuga de talentos, ya sea de jóvenes profesionales o de científicos, refuerza 

el sesgo urbano. 

 Concentración del poder político y fiscal: los Estados altamente centralizados, como Chile o Argentina, 

tienden a asignar de manera desigual los recursos presupuestarios. La inversión en infraestructura, 

salud y educación sigue criterios políticos o de eficiencia agregada, no de equidad territorial. Como 

señala Montero (2017), “la descentralización formal sin autonomía fiscal es descentralización retórica”. 
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Estos tres mecanismos se retroalimentan: la concentración económica alimenta la concentración política y 

viceversa. El territorio periférico queda subordinado a una lógica de extracción de recursos (naturales, 

humanos y fiscales) hacia el centro. 

 

4.4. América Latina: centralismo estructural y periferias múltiples 

 

La estructura territorial latinoamericana se caracteriza por una hiperconcentración metropolitana. En 

promedio, las tres principales áreas urbanas de cada país concentran más del 45% del PIB nacional 

(CEPAL, 2022). Este patrón se asocia con modelos productivos basados en la exportación de materias 

primas, que generan polos de crecimiento en torno a enclaves extractivos o puertos, sin encadenamientos 

significativos con las economías locales. 

 

Chile y Argentina ejemplifican esta dinámica. En el primero, el auge de la minería en el norte y de los 

servicios financieros en Santiago produjo una dualidad espacial: territorios ricos en recursos naturales pero 

dependientes de decisiones tomadas en la capital. En el segundo, la expansión del AMBA como polo de 

servicios y consumo acentuó la divergencia con el interior, especialmente con el norte argentino. En ambos 

países, la política pública ha tendido a compensar ex post (con subsidios y transferencias) en lugar de 

corregir ex ante las condiciones estructurales de desequilibrio. 

 

A diferencia de Europa, donde la cohesión territorial se ha planteado como principio normativo, en América 

Latina predomina una lógica de “crecer primero, distribuir después”, que posterga la equidad espacial y 

subordina la política regional a la macroeconomía. El resultado es un modelo de desarrollo polarizado, 

donde el capital se concentra en los centros urbanos dinámicos mientras las periferias proveen recursos 

naturales, trabajo barato o servicios ambientales. 

 

4.5. Hacia una política económica territorialmente consciente 

 

Desde una perspectiva teórica, la dimensión espacial de la desigualdad cuestiona la noción tradicional de 

eficiencia económica. Como ha mostrado Storper (2018), los territorios no son simples espacios de 

asignación de recursos, sino sistemas institucionales y culturales con capacidad de innovación y de 

aprendizaje colectivo. Ignorar esa dimensión implica desperdiciar potencial de desarrollo y alimentar 

tensiones políticas. 

 

La experiencia comparada sugiere que las políticas eficaces de reducción de desigualdades espaciales 

deben combinar inversión estratégica y autonomía territorial. En la Unión Europea, los fondos estructurales 

han permitido mejorar infraestructura y capital humano, aunque con resultados heterogéneos (Barca, 

2019). En América Latina, la CEPAL (2022) plantea avanzar hacia una “descentralización productiva” que 

impulse polos regionales de innovación y cadenas de valor territorializadas. 

 

En el plano político, la desigualdad territorial amenaza la legitimidad democrática. Las regiones que se 

perciben olvidadas tienden a desarrollar resentimiento hacia las élites urbanas, fenómeno visible en Europa 

del Este, en el interior de Estados Unidos y en las provincias periféricas de América Latina. Como advierte 

Rodríguez-Pose (2018), el costo de ignorar a “los lugares que no importan” no es solo económico, sino 

político: la desafección regional puede transformarse en crisis de representación. 



 

 

 

  Página 9 de 13 

 

 

25/06/2026 

©2026 asuntospublicos.cl 

Informe N° 1506 

 
La distribución del ingreso en cuatro dimensiones: Un marco 

estructural para la justicia social, territorial, generacional y de 

género (Parte II) 

Economía públicos 
asuntos 

.cl 

La corrección de la desigualdad espacial no puede quedar librada al mercado, porque el mercado no corrige 

espontáneamente las asimetrías territoriales: tiende a profundizarlas. Las actividades económicas se 

concentran donde ya existen infraestructura, capital humano y redes, mientras las regiones rezagadas 

quedan atrapadas en círculos de baja productividad. 

 

Por esta razón, la solución al problema de la integración territorial es, ante todo, política, no meramente 

económica. Requiere la acción deliberada del Estado como arquitecto territorial del desarrollo. 

 

Una política de integración territorial coherente debe incluir: 

 

 La construcción de un consenso político y social que legitime el proyecto de integración, para evitar 

que los ciclos electorales lo deshagan. 

 Un plan estratégico nacional que defina objetivos económicos, sociales y territoriales de largo plazo, 

con metas claras de desconcentración productiva. 

 Un fondo de integración territorial, estable y contracíclico, destinado a financiar infraestructura, 

movilidad, conectividad digital, ciencia regional y diversificación productiva. 

 Una ejecución descentralizada, fortaleciendo las capacidades de los gobiernos locales y las agencias 

regionales de desarrollo. 

 La experiencia internacional muestra que ninguna cohesión territorial sólida surge sin planificación, 

instituciones y financiamiento multianual. La integración es un acto de Estado, no un resultado 

automático del mercado. 

 

La dimensión espacial de la distribución del ingreso, por tanto, revela que el desarrollo económico no es 

territorialmente neutral. El crecimiento sin cohesión amplía la brecha entre centro y periferia, genera 

externalidades negativas sobre la sostenibilidad ambiental y profundiza las desigualdades sociales. Superar 

este patrón requiere repensar la política económica como una política territorial del desarrollo, donde la 

justicia distributiva se mida también en kilómetros. 
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